SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°47 
RADICACIÓN: 660013109001201900031-01
ACCIONANTE: DIANA CAROLINA VILLA R.
SE CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / NATURALEZA / SE SATISFACE CON LA RESPUESTA OPORTUNA Y DE FONDO / CUENTA DE COBRO A LA FIDUPREVISORA Y LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA.
En relación con el derecho de petición, debe advertirse, como así lo tiene sentado la jurisprudencia Corte Constitucional, que cuando se trata de proteger tal garantía, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. (…)
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”
En el presente asunto podemos dilucidar que la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA no ha dado respuesta de fondo a la solicitud de la accionante, y solo se limitó a comunicarle cuál es el trámite que adelanta ante la FIDUPREVISORA; sin embargo, han pasado más de 19 meses sin que la entidad emita el correspondiente acto administrativo negando o concediendo la prestación económica que se reclama.
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de mayo de dos mil diecinueve (2019)
                                                                Acta de Aprobación No 473
                                                Hora: 7:10 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la FIDUPREVISORA y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada por la señora DIANA CAROLINA VILLA RAMÍREZ.
2.- DEMANDA 

La información suministrada por la accionante se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) a su señora madre YOLANDA DEL SOCORRO RAMÍREZ FRANCO –Q.E.P.D- le fue reconocida la pensión de jubilación en su condición de docente a través de la Resolución No 446 de julio 10 de 2006; (ii) su progenitora adelantó ante el Juzgado Tercero Administrativo de Pereira proceso ordinario de nulidad y restablecimiento del derecho contra el Ministerio de Educación y Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de obtener la reliquidación de su pensión de jubilación; (iii) sin embargo, en octubre 06 de 2014 su mamá fallece, y en agosto 31 de 2016 el juzgado accedió a la pretensión de la demanda, decisión que fue confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda en sentencia de junio 09 de 2017; (iv) por lo anterior, y como única heredera –según reconocimiento de escritura pública No 4658 de diciembre 23 de 2014 de la Notaría Tercera de Pereira-, presentó cuenta de cobro en septiembre 15 de 2017 ante la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, con el fin de obtener el pago de la mencionada sentencia; (v) la entidad le hizo varios requerimientos para que aportara algunos documentos e información, los cuales contestó en debida forma y en tiempo oportuno; (vi) no obstante, y ante la falta de respuesta acudió a la Secretaría en marzo 22 de la presente anualidad, con el fin de indagar el resultado de su petición, pero le informaron que no había respuesta; y (vii) han transcurrido más de 19 meses sin que la entidad se pronuncie de fondo.

Pide la protección del derecho fundamental de petición, y como consecuencia de lo anterior, se ordene a las entidades accionadas que dentro del marco de sus competencias procedan de manera inmediata a realizar todos los trámites administrativos que correspondan para que se expida y se notifique en debida forma el acto administrativo por medio del cual se resuelve de fondo su petición de cuenta de cobro presentada en septiembre 17 de 2017.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, FIDUPREVISORA S.A. y al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIÓN –vinculada oficiosamente-. La primera de ellas se pronunció y las demás entidades guardaron silencio.
La Dirección Administrativa y del Talento Humano de la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL manifestó que mediante oficio No 000402-7030 de abril 08 de 2019 remitió por competencia especial y exclusiva a la FIDUPREVISORA el expediente completo de la solicitud prestacional de la docente YOLANDA DEL SOCORRO RAMÍREZ FRANCO -Q.E.P.D.- con el objetivo de su revisión y aprobación respectiva, por cuanto esa entidad es la competente de llevar a cabo la legalización del trámite especial requerido por la accionante. Lo anterior fue comunicado a la accionante mediante oficio No 000402-7154 de abril 09 de 2019.
El trámite se encuentra actualmente en competencia exclusiva de la FIDUPREVISORA. El visto bueno de la entidad se imparte en aquellos eventos donde se cumplan todos los requisitos exigidos para cada prestación, de acuerdo con el régimen legal aplicable al docente según su vinculación y la disponibilidad presupuestal para su atención.

Solicita no acceder a las pretensiones de la accionante, y exonerar a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, ya que ha actuado conforme a derecho, y se han agotado todos los procedimientos especiales.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de abril 11 de 2019 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia tuteló el derecho fundamental de petición de la señora DIANA CAROLINA VILLA RAMÍREZ y le ordenó a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA y al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG, que dentro de los 15 días siguientes a la notificación del fallo, resuelvan de fondo la petición presentada por la accionante en septiembre 15 de 2017.
4.- IMPUGNACIÓN

- La FIDUPREVISORA a través de su directora de gestión judicial expresó su inconformidad y señaló que recibieron el proyecto administrativo en abril 08 de 2019, por tanto, tienen hasta mayo 02 para gestionar el estudio de la prestación, de conformidad con el Decreto 2831/05.
Indicó que las Secretarías de Educación tienen a su cargo la obligación de recibir y tramitar las solicitudes que los docentes al servicio oficial hagan de sus prestaciones sociales y demás. Igualmente, es competencia del ente territorial expedir el acto administrativo y notificarlo según lo que resuelva la FIDUPREVISORA.

Solicita se revoque el fallo de primera instancia, por no existir vulneración de derechos fundamentales.

- El titular de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA presentó iguales argumentos a los que esbozó en la respuesta ante el juez de primera instancia.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó el derecho de petición reclamado por la señora DIANA CAROLINA VILLA RAMÍREZ y desvinculó al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola como lo pide el accionante.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información arrimada al dossier, se aprecia que la señora DIANA VILLA reclama la protección de su derecho fundamental de petición, que considera vulnerados por parte de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, la FIDUPREVISORA S.A. y el MINISTERIO DE HACIENDA, ante el silencio de las entidades a su solicitud de septiembre 15 de 2017.

En relación con el derecho de petición, debe advertirse, como así lo tiene sentado la jurisprudencia Corte Constitucional
, que cuando se trata de proteger tal garantía, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el presente asunto la señora DIANA VILLA solicita que las entidades demandadas le paguen como heredera el reajuste pensional que se ordenó en el fallo judicial a favor de su señora madre YOLANDA DEL SOCORRO RAMÍREZ -Q.E.P.D.-, pero para ello el procedimiento ha establecido unos plazos con los que cuenta la Administración para hacer efectivas las sentencias judiciales. Al respecto la Corte Constitucional, al efectuar el estudio de constitucional del numeral 4° del artículo 195 CPACA, por medio del cual lo declaró exequible, indicó:

“En primer lugar, el procedimiento para el pago de las obligaciones de la administración pública es completamente distinto al llevado a cabo por los particulares, pues éstos no deben cumplir con las normas del presupuesto ni con los procedimientos internos de las entidades públicas, por lo cual resulta razonable establecer un plazo distinto para el cumplimiento de las obligaciones del Estado.

 

En este sentido, el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011 contempla un procedimiento que deben llevar a cabo las entidades públicas para el cumplimiento de sus obligaciones en un plazo de 10 meses, el cual no se encontraba regulado en el Código Contencioso Administrativo, situación que ha variado las reglas aplicables antes de la vigencia del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” 
.

En efecto la entidad Estatal que es vencida en juicio, y se le ordena pagar una suma de dinero, cuenta con un plazo de 10 meses para realizar tal labor, contado a partir de la ejecutoria de la sentencia, en tanto de no hacerlo dentro del mismo, generará intereses moratorios a favor de parte demandante, como así lo estipula el canon 195 CPACA, que a la letra dice: 

“Trámite para el pago de condenas o conciliaciones. El trámite de pago de condenas y conciliaciones se sujetará a las siguientes reglas:

        […]
4. Las sumas de dinero reconocidas en providencias que impongan o liquiden una condena o que aprueben una conciliación, devengarán intereses moratorios a una tasa equivalente al DTF desde su ejecutoria. No obstante, una vez vencido el término de los diez (10) meses de que trata el inciso segundo del artículo 192 de este Código o el de los cinco (5) días establecidos en el numeral anterior, lo que ocurra primero, sin que la entidad obligada hubiese realizado el pago efectivo del crédito judicialmente reconocido, las cantidades líquidas adeudadas causarán un interés moratorio a la tasa comercial”. –negrillas de la Sala-

 
En el presente asunto podemos dilucidar que la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA no ha dado respuesta de fondo a la solicitud de la accionante, y solo se limitó a comunicarle cuál es el trámite que adelanta ante la FIDUPREVISORA; sin embargo, han pasado más de 19 meses sin que la entidad emita el correspondiente acto administrativo negando o concediendo la prestación económica que se reclama.

La información allegada al dossier, en especial lo comunicado por la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, en el sentido de que corresponde a la FIDUPREVISORA S.A. impartir viabilidad a la solicitud de la accionante, dio lugar a que el a quo estimara que en este asunto las dos entidades han vulnerado el derecho de petición. Y si bien la Fiduciaria manifiesta que solo hasta abril 08 de 2019 conocieron el proyecto del acto administrativo, sí es acertada la conclusión del juez de primer nivel cuando señala que las dos accionadas en conjunto deben atender la solicitud de la señora DIANA VILLA.

El Decreto 2831/05, por medio del cual se desarrolla el procedimiento que debe surtirse por parte del personal docente para solicitar el reconocimiento y pago de prestaciones sociales y económicas, se evidencia con claridad que el mismo es complejo y requiere el concurso tanto del ente territorial como de la Fiduciaria, por cuanto el primero está obligado a elaborar el proyecto de acto administrativo a que hubiere lugar, y posteriormente la Fiduciaria, quien es la encargada del manejo de los recursos del FOMAG, procede a impartirle aprobación, o indica las razones por las cuales se abstiene de hacerlo. Lo dicho según se encuentra establecido en el artículo 3° del citado estatuto.

Lo anterior comporta que las dos entidades, en el ámbito de sus competencias, deben ejercer actividades de manera armónica para determinar si un docente cumple con los requerimientos necesarios para hacer efectivo el reconocimiento prestacional. Y tal situación implica que cuando un educador hace entrega de un derecho de petición, en este caso la heredera de la señora YOLANDA DEL SOCORRO RAMÍREZ FRANCO, para reclamar el reajuste pensional que fue ordenado por un fallo judicial, la labor de definir de fondo el asunto está en cabeza tanto de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL como de la FIDUPREVISORA en condición de vocera y administradora del FOMAG, con fundamento en la labor articulada que deben realizar.

En ese orden de ideas estima la Corporación que la providencia dictada por el juez de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, y en consecuencia se dispondrá su confirmación.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.).
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia C-602 de 2012.
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